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      Ref. Exp.  11001-02-04-000-2012-00632-01



Decide la Corte la impugnación interpuesta contra el fallo de 29 de marzo de 2012, proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, que negó la tutela instaurada por  Remigio Vargas Álvarez contra la Unidad Nacional de Fiscalías para Justicia y Paz y Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, trámite al cual fue citada la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.
ANTECEDENTES 



1.El promotor, quien deprecó la salvaguarda del  derecho a la “reparación”, solicitó “que se condene en abstracto a la entidad accionada a la indemnización justa e integral e inmediata de los perjuicios materiales, morales, daño a la vida de relación y por la alteración a las condiciones de existencia causados” a él y a su núcleo familiar; y se ordene a la autoridad “administrativa” convocada a suministrarle la ayuda humanitaria “conforme lo prevé el artículo 15 de la Ley 387 de 1997” (folios 3 y 4). 



A efecto de soportar lo pedido adujo que el 14 de junio de 2002 integrantes del bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia incursionaron en la finca “la Victoria” situada en la vereda Miraflores del municipio de Sardinata-Norte de Santander, donde vivía con su familia, hurtándole varias cabezas de ganado vacuno y lo obligaron junto con su grupo familiar a abandonarla.

Aseveró que tiene la condición de víctima del conflicto interno porque así consta en oficio 2616 de 19 de octubre de 2009 expedido por la Unidad de Justicia y Paz (folio 1).  



2. La “Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas” informó que revisado el Registro Único de Población Desplazada, hoy “Registro Único de Víctimas” se verificó que el actor no figura allí, lo cual indica que “Remigio Vargas Álvarez no rindió declaración de los hechos que generaron su desplazamiento ante el Ministerio Público presupuesto sin el cual no puede la Unidad (…) incluir a una persona en el RUV, ya que se hace necesario respetar y surtir el trámite establecido legalmente” (folio 24).

 

La Jefe de la  “Unidad Nacional de Fiscalías” pidió negar la protección porque está adelantando las investigaciones relacionadas con el hecho punible que el accionante puso en conocimiento, pero que no cuenta con ningún programa que le permita indemnizar económicamente a las “víctimas del conflicto armado” (folio 42). 
LA SENTENCIA RECURRIDA



La Sala de Casación Penal negó el amparo con fundamento en que el gestor no ha agotado el trámite establecido en la Ley 1448 de 2011 para acceder a la ayuda humanitaria; de ahí, que no puede presumir un incumplimiento de las obligaciones del Estado, sobre todo cuando la “Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas” aseguró que aquél no se encuentra reportado en el “Registro Único de Víctimas”; añadió que lo evidenciado es que “Vargas Álvarez aspira a obtener el auxilio con inobservancia de las exigencias impuestas por el legislador” (folios 56 y 57). 

Sostuvo, además, que una vez reconocida la calidad de víctima por la Unidad Nacional para la Justicia y Paz el actor debe hacerse parte dentro de los procesos iniciados contra los ex-miembros integrantes del Bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia, para hacer valer sus pretensiones (folio 58). 

LA IMPUGNACIÓN 



El censor atacó la anterior decisión con similares argumentos a los vertidos en la queja inicial (folios 69 a 84). 

CONSIDERACIONES 

1. Tras analizar el escrito de tutela observa la Corte que el accionante pretende que se ordene al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social que suministre la “ayuda humanitaria” que le corresponde de acuerdo con lo previsto en el “artículo 15 de la Ley 387 de 1997”, por tener la condición de desplazado y, además, que la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz le reconozca la indemnización a que tiene derecho, por el perjuicio que le ocasionaron miembros integrantes del bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia, quienes le hurtaron varias cabezas de ganado y lo forzaron a abandonar el lugar donde vivía con su núcleo familiar. 

3. Las evidencias incorporadas al expediente muestran con nitidez que el amparo constitucional ninguna vocación de éxito tiene, por lo siguiente: 

a) Para que el accionante, en su condición de desplazado, pueda acceder a la ayuda humanitaria que aquí requiere debe iniciar el trámite previsto en la Ley 1448 de 2011 y el Decreto 4800 del mismo año, en donde se establecen los mecanismos para la adecuada implementación de asistencia, atención y “reparación integral a las víctimas”, pues como lo informa la “Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”, citada a estas diligencias, en el Registro Único de Población Desplazada”, hoy “Registro Único de Víctimas” aquél no figura como tal pues “no rindió declaración de los hechos que generaron su desplazamiento ante el Ministerio Público, presupuesto sin el cual no puede la Unidad (…) incluir a una persona en el RUV” (folio 24); es decir, lo pedido a través de la presente herramienta tiene que solicitarlo antes que todo ante la autoridad encargada de esa función. 
b) La indemnización y reparación integral que alega se le reconozcan con ocasión del desplazamiento forzado a que fue sometido por “miembros integrantes del bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia” y el robo de un buen número de semovientes vacunos, como lo sostuvo el Juez Constitucional de primer grado, puede ser solicitada haciéndose parte dentro de los juicios que la autoridad competente le promueva a los implicados en los hechos delictuosos denunciados por él, los que están siendo investigados por la Fiscalía 54 Delegada ante el Tribunal Superior, conforme lo informó la Jefe Unidad Nacional de Fiscalía (folio 41). 

4. En este caso, es indudable que concurre el supuesto previsto en los artículos 86, inciso 3º de la Constitución Política, en consonancia con el 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991, debido a que se está frente a otro mecanismo de resguardo y la acción de tutela es una herramienta de naturaleza eminentemente subsidiaria y residual, por lo que resulta palmario lo inviable de la presente queja, como de manera reiterada lo ha señalado la jurisprudencia, entre otros, en fallo de 4 de julio de 2008, exp. 00098-01. 

5. En este orden de ideas, habrá de ratificarse la sentencia de primer grado.

DECISIÒN 



Por lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de impugnación.



Notifíquese Telegráficamente lo aquí resuelto a las partes y, en oportunidad, remítase a la Corte Constitucional para lo de su cargo.

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ 

MARGARITA CABELLO BLANCO 

RUTH MARINA DÌAZ  RUEDA

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ  

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ 

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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